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CONCESIÓN DE PRISIÓN DOMICILIARIA POR ENFERMEDAD. [E]n atención a la inconformidad que presenta la apoderada de víctimas por el dictamen allegado a la actuación, en criterio del Tribunal lo que correspondía procesalmente de su parte era la iniciación del incidente de objeción de esa pericia, para cuyo efecto bien podría hacer uso por remisión normativa, de lo reglado en la Ley 600 de 2000 -art. 255-, ya que la ley 906 de 2004 no lo prevé, con miras a lograr por esa vía que se llevara al conocimiento del funcionario judicial las pruebas que contradijeran lo expuesto por la perito de Medicina Legal, lo que bien podría hacerse con una nueva valoración -por parte de otro perito de dicho Instituto, o de uno particular-, proceder que desafortunadamente no se agotó. De igual modo y dentro del mismo trámite incidental, la profesional del derecho tenía la vía expedita para allegar certificaciones de la Dirección del INPEC en el sentido de estar la entidad en capacidad de atender ese tipo de dolencias con los recursos disponibles en el interior de ese o de otro centro penitenciario. Lo dicho, con miras a intentar desvirtuar la aseveración médica según la cual la patología detectada es incompatible con la vida en reclusión, dada la: “dificultad para acceder a los fármacos especializados para el control de sus patologías”. En esos términos, la Sala se ve forzada a mantener la determinación judicial objeto de alzada, pero con la aclaración que la parte inconforme está facultada para allegar la prueba en contrario en un incidente de objeción al dictamen que sirvió de fundamento a la concesión del beneficio. 
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     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciséis (16) de noviembre de dos mil diecisiete (2017)

      Acta de Aprobación Nº 1235
      Hora: 1:30 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala Dual de Decisión
 por medio de este proveído el recurso de apelación interpuesto por la apoderada de la víctima contra el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito con función de conocimiento de Dosquebradas (Rda.), por medio del cual se le concedió al sentenciado JORGE EDUARDO CHAVARRIAGA QUICENO la prisión domiciliaria por enfermedad grave.

2.- PROVIDENCIA 
En octubre 27 de 2014, el Juzgado Segundo Penal del Circuito absolvió al señor JORGE EDUARDO CHAVARRIAGA QUICENO de la conducta de acceso carnal con incapaz de resistir; sin embargo, al desatarse el recurso de apelación esta Corporación mediante sentencia de diciembre 12 de 2016 revocó tal decisión y condenó al antes mencionado a la pena principal de 12 años de prisión por hallarlo autor material del referido delito.
Según se reporta en el expediente, el apoderado del sentenciado solicitó al despacho se le concediera a su cliente el beneficio de la reclusión domiciliaria por enfermedad grave, a consecuencia de lo cual el juez de conocimiento con antelación a adoptar la providencia respectiva y con miras a determinar el estado de salud del procesado, dispuso oficiar al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias de la ciudad de Manizales (Cds.) para tal efecto y por esa vía se recibió el dictamen DSCLD-DROCC-04697-2017 de septiembre 8 de 2017 por parte de la Dirección Seccional de Caldas, por medio del cual se concluyó: “Al momento de la valoración JORGE EDUARDO CHAVARRIAGA QUICENO quien con los diagnósticos arriba anotados, se encuentra en estado grave por enfermedad, incompatible con la vida en reclusión formal […]” -negrillas fuera del texto-
Con fundamento en el referido dictamen, el juez de primera instancia concedió la prisión domiciliaria al cumplirse lo reglado en el artículo 68 C.P.P.
3.-  RECURSO

3.1. Apoderada de la víctima -recurrente-
La apoderada de la víctima mostró su inconformidad con la decisión adoptada, al considerar que: (i) las patologías que ostenta el sentenciado no son incompatibles con la vida en reclusión; (ii)  de la historia clínica aportada se evidencia que su presión arterial es normal y no refiere molestias cardíacas ni existe evidencia que así lo indique; (iii) nunca se mencionaron antecedentes familiares relacionados con dichas dolencias; (iv) de acuerdo con la atención médica que recibió el paciente en junio 15 ante Sanidad, se desprende que está óptimamente controlado, con riesgo vascular alto y deben continuar medidas instauradas; (v) el dictamen pericial no especifica cuáles son las condiciones determinantes que hacen que las dolencias del señor CHAVARRIAGA QUICENO le impidan estar en reclusión intramural, pese a llevar más de seis meses interno sin sufrir ningún episodio que ponga su vida en peligro, como quiera que puede ser atendido oportunamente y sus medicinas le son entregadas en igual forma; (vi) aunque en el dictamen se indican posibles complicaciones súbitas de infarto o enfermedad vascular cerebral que pudiera poner en riesgo su integridad, se pregunta si de presentarse tales situaciones en prisión domiciliaria ello no pondría en riesgo su vida; y (vii) los centros de reclusión tienen personal para el tratamiento de la salud de los internos, pues de lo contrario cada detenido con patologías cardíacas o diabéticas tendría que ser trasladados a su vivienda, y por ende no comparte lo dicho en el dictamen al respecto.

En consecuencia, solicita revocar la prisión domiciliaria concedida y en su lugar disponer que el interno siga privado de la libertad acorde con lo establecido en el fallo de segundo grado.

3.2.- Defensor -no recurrente- 

Luego de hacer alusión a los componentes que deben cumplirse de conformidad con lo reglado en el canon 68 C.P.P. para la concesión de la prisión domiciliaria -enfermedad muy grave;  incompatibilidad con reclusión formal,  y concepto previo del médico legista-, al igual que la jurisprudencia atinente al tema, considera que con el dictamen emitido se desprende que el señor JORGE CHAVARRIAGA se encuentra en estado grave de enfermedad y por ende su estadía en prisión se torna incompatible con la dignidad humana. Fue eso precisamente lo que atendió el funcionario judicial, ya que dicha profesional con sus conocimientos científicos estableció tal situación, de suerte que hay lugar a recalca el valor y la importancia del informe de medicina legal como base para sustentar la determinación judicial.
Frente a lo dicho por la impugnante respecto a la inexistencia en los registros sobre problemas cardíacos, al revisar de manera somera la misma se evidencia que allí se hace mención a los episodios y antecedentes cardiovasculares, por lo cual lo dicho por la apelante es una falacia. Igualmente y de lo sostenido por la perito, se desprende que su cliente tiene diversas patologías que lo pueden tener ad portas de una complicación peor para su vida, y la profesional fue concreta al señalar que estas no eran compatibles con su vida en reclusión.

Estima que la diferencia en la atención que a su cliente se le podría brindar en su hogar, es abismal frente a aquella que se le otorgaría en el centro carcelario, ya que en su casa conocen sus dolencias, tiene cuidado permanente, y ante cualquier signo de alerta saben cómo proceder, mientras que en prisión los que estén a su alrededor no podrán identificar los síntomas ni cómo actuar, y los centros carcelarios no están preparados para atener requerimientos especiales de salud como los que presenta su cliente.

Aduce finalmente que el juzgado apoyado en el dictamen pericial fue acertado al conceder la prisión domiciliaria por grave enfermedad, al cumplirse a cabalidad y con apego a la ley los presupuestos exigidos para ello.  
Pide en consecuencia se confirme la providencia emitida.

4.- Para resolver,  SE CONSIDERA

4.1.- Competencia

Se tiene competencia funcional para desatar el recurso de apelación interpuesto contra la decisión por medio de la cual el señor Juez Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) concedió la prisión domiciliaria por enfermedad grave a favor del procesado JORGE EDUARDO CHAVARRIAGA QUICENO.

4.2.- Problema jurídico planteado

Se contrae básicamente a establecer si la determinación de primera instancia en cuanto concedió la prisión domiciliaria por enfermedad grave estuvo ajustada a derecho y hay lugar a su confirmación; o si, por el contrario, está en contravía de las exigencias normativas que contempla el artículo 68 del Código Penal y se impone su revocatoria, como lo solicita la apoderada de víctimas.

4.3.- Solución a la controversia

Como se anunció, la inconformidad de la letrada radica en el hecho de que se haya concedido al procesado la reclusión domiciliaria por enfermedad grave, puesto que considera que no reúne los requisitos para acceder a ello.

Es pertinente entonces verificar el contenido del artículo 68 C.P., norma que regula esa figura, y que a la letra expresa:

“Reclusión domiciliaria u hospitalaria por enfermedad muy grave. El juez podrá autorizar la ejecución de la pena privativa de la libertad en la residencia del penado o centro hospitalario determinado por el INPEC, en caso que se encuentre aquejado por una enfermedad muy grave incompatible con la vida en reclusión formal, salvo que en el momento de la comisión de la conducta tuviese ya otra pena suspendida por el mismo motivo. Cuando el condenado sea quien escoja el centro hospitalario, los gastos correrán por su cuenta.

Para la concesión de este beneficio debe mediar concepto de médico legista especializado.

Se aplicará lo dispuesto en el inciso 3 del artículo 38.

El Juez ordenará exámenes periódicos al sentenciado a fin de determinar si la situación que dio lugar a la concesión de la medida persiste.

En el evento de que la prueba médica arroje evidencia de que la patología que padece el sentenciado ha evolucionado al punto que su tratamiento sea compatible con la reclusión formal, revocará la medida.

Si cumplido el tiempo impuesto como pena privativa de la libertad, la condición de salud del sentenciado continúa presentando las características que justificaron su suspensión, se declarará extinguida la sanción”.

Luego de analizar el contenido del citado artículo, observa la Corporación que al menos formalmente existe un fundamento para que el juez de la causa diera por satisfechos los requisitos para la concesión del referido beneficio.

Der lo allegado a la actuación se aprecia que a instancias del juez cognoscente se procedió a solicitar al Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses la realizara del examen al señor CHAVARRIAGA QUICENO, y una médico adscrita a dicha entidad, por medio de dictamen forense de fecha septiembre 8 de 2017 consignó expresamente como conclusión que: “Al momento de la valoración JORGE EDUARDO CHAVARRIAGA QUICENO quien con los diagnósticos arriba anotados, se encuentra en estado grave por enfermedad, incompatible con la vida en reclusión formal […]”.

Ese dictamen lo que revela es que el hoy sentenciado presenta una patología que hace incompatible su reclusión, y ello le impedía al funcionario judicial obrar en sentido contrario, por cuanto contaba con el análisis de una profesional médico que luego del estudio de la historia clínica y la valoración del enfermo, determinó que sus dolencias de índole coronario hacían incompatible la prisión intramural. 
Se aprecia de igual modo que el funcionario de primer nivel también ordenó al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses realizar los controles a los que hace referencia la norma en cita, a efectos de verificar si persiste la situación médica que dio origen a esa medida, respecto a los cuales señaló que deben hacerse con una periodicidad de 6 meses, o con antelación si sus condiciones médicas varían.

Ahora bien, de conformidad con los planteamientos esgrimidos por la apoderada de víctimas, lo que aprecia la Corporación es que estos antes que refutar la postura que adoptó el juez al conceder la prisión domiciliaria, estuvieron encaminados a cuestionar el dictamen pericial que presentó la profesional adscrita al  Instituto Nacional de Medicina Legal.

En efecto, aduce la letrada que las patologías del actor no son incompatibles con su vida en reclusión; empero, tal aseveración se quedó en la mera apreciación subjetiva como quiera que no allegó soporte probatorio alguno que pudiera controvertir el dictamen emitido. Adicionalmente, hace alusión a la inexistencia de antecedentes de las enfermedades que padece; sin embargo, contrario a ello y como lo plasmó el defensor no recurrente, en la historia clínica de fecha septiembre 13 de 2016 se dejó constancia que el paciente posee una “CARDIOPATÍA ISQUÉMICA SECUNDARIA A IMA CORONARIOGRAFÍA CON STENT EN CD, EN TTO […]”.
Así las cosas, en atención a la inconformidad que presenta la apoderada de víctimas por el dictamen allegado a la actuación, en criterio del Tribunal lo que correspondía procesalmente de su parte era la iniciación del incidente de objeción de esa pericia, para cuyo efecto bien podría hacer uso por remisión normativa, de lo reglado en la Ley 600 de 2000 -art. 255-, ya que la ley 906 de 2004 no lo prevé, con miras a lograr por esa vía que se llevara al conocimiento del funcionario judicial las pruebas que contradijeran lo expuesto por la perito de Medicina Legal, lo que bien podría hacerse con una nueva valoración -por parte de otro perito de dicho Instituto, o de uno particular-, proceder que desafortunadamente no se agotó.
De igual modo y dentro del mismo trámite incidental, la profesional del derecho tenía la vía expedita para allegar certificaciones de la Dirección del INPEC en el sentido de estar la entidad en capacidad de atender ese tipo de dolencias con los recursos disponibles en el interior de ese o de otro centro penitenciario. Lo dicho, con miras a intentar desvirtuar la aseveración médica según la cual la patología detectada es incompatible con la vida en reclusión, dada la: “dificultad para acceder a los fármacos especializados para el control de sus patologías”.   

En esos términos, la Sala se ve forzada a mantener la determinación judicial objeto de alzada, pero con la aclaración que la parte inconforme está facultada para allegar la prueba en contrario en un incidente de objeción al dictamen que sirvió de fundamento a la concesión del beneficio. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala Dual de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el auto objeto de apelación, pero con la ACLARACIÓN indicada en el cuerpo motivo de esta providencia.  

Contra esta decisión no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� El Dr. Jairo Ernesto Escobar Sanz se declaró impedido para conocer del asunto, y el mismo fue aceptado en providencia de mayo 14 de 2014.
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